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RESUMEN: Este artículo[footnoteRef:1] examina, mediante un estudio de caso jurídico-histórico, tres debates conectados en la Facultad de Derecho de la Universidad de Costa Rica: la continuidad y el sentido de los consultorios jurídicos, la reactivación de la práctica dirigida como modalidad de trabajo final de graduación y la relación entre interinazgo docente, género y gobierno académico. El análisis combina normativa universitaria, planes de estudio, actas históricas, documentos institucionales y literatura sobre educación jurídica clínica.  [1:  Este documento fue elaborado con apoyo de inteligencia artificial generativa para tareas de asistencia editorial, organización argumental, depuración de redacción e integración formal del documento. La responsabilidad intelectual, jurídica, metodológica y ética de su revisión, validación, presentación pública y uso académico corresponde exclusivamente a la persona investigadora quien, con otro formato, lo circulo mano a mano como folleto sujeto a cambios bajo el nombre “Lecciones de emblemática historia”. La inteligencia artificial no figura como autora ni coautora. Su uso se declara de forma expresa para cumplir los principios de transparencia, rendición de cuentas, integridad académica, honestidad intelectual, protección de datos, autonomía humana, equidad y no discriminación previstos en el Marco de gobernanza y gestión de la Inteligencia Artificial de la Universidad de Costa Rica. En consecuencia, toda afirmación normativa o documental relevante fue verificada por la autora y las inferencias se presentan como tales.

] 

Se sostiene que los consultorios no pueden reducirse a una práctica profesional ni a un servicio asistencial, pues su diseño enlaza formación situada y acceso a la justicia. La práctica dirigida es una modalidad jurídicamente disponible, pero su ejecución exige una lectura coordinada del Reglamento del Área de Acción Social de la FD de 1979, el Reglamento General de Trabajos Finales de Graduación de la UCR de 2020, los planes de estudio y las competencias de los órganos colegiados. 
El debate de 1963 sobre rezago y exámenes de grado muestra que el dilema entre inclusión y rigor no es nuevo. Finalmente, la reducción del interinazgo requiere datos desagregados, criterios transparentes y medidas de igualdad sustantiva. La memoria institucional cumple mejor su función cuando permite revisar críticamente las decisiones presentes.
PALABRAS CLAVE: Educación jurídica clínica; consultorios jurídicos; práctica dirigida de graduación; gobierno universitario; igualdad de género.
ABSTRACT: This article adopts a legal-historical case-study approach to examine three interrelated debates at the University of Costa Rica, Faculty of Law: the continuity and purpose of legal clinics; the reintroduction of the Supervised Graduation Practice as an undergraduate degree-completion option; and the relationship between temporary academic appointments, gender, and faculty governance. The analysis draws on university regulations, degree curricula, historical minutes, institutional records, and scholarship on clinical legal education. It argues that legal clinics should not be reduced either to professional skills training or to legal assistance, because their institutional design combines experiential learning with access to justice. Although the Supervised Graduation Practice is a legally available degree-completion modality, its implementation requires a coordinated interpretation of the Faculty of Law’s 1979 Social Outreach Regulations, the University’s 2020 General Regulations on Undergraduate Final Graduation Projects, the applicable curricula, and the powers vested in collegial bodies. The 1963 debate on delayed degree completion and degree examinations shows that the tension between inclusion and academic rigor is longstanding. Finally, reducing reliance on temporary academic appointments requires gender-disaggregated data, transparent criteria, and substantive-equality measures. Institutional memory best serves its purpose when it enables critical scrutiny of present-day decisions.
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1. INTRODUCCIÓN: UNA MEMORIA QUE TAMBIÉN INCÓMODA
Durante los últimos años, la Facultad de Derecho de la Universidad de Costa Rica (en adelante UCR) ha conmemorado el origen de los estudios jurídicos en el país mediante una línea de continuidad que enlaza la Universidad de Santo Tomás, la Escuela de Derecho administrada por el Colegio de Abogados (así denominada hasta entonces) y la actual Universidad de Costa Rica. Esa genealogía conserva un valor simbólico: recuerda que la enseñanza del Derecho no comenzó con la fundación de la UCR en 1940 y permite reconocer instituciones, docentes y prácticas que precedieron a la Facultad contemporánea. Sin embargo, una conmemoración histórica no equivale, por sí sola, a una explicación histórica.
Entre aquellas tres instituciones existieron rupturas organizativas, políticas y pedagógicas. La formación escolástica de la Universidad de Santo Tomás, el entrenamiento profesional de orientación liberal de la Escuela de Derecho y el proyecto humanista y social de la UCR respondieron a órdenes distintos. Presentarlos como una trayectoria uniforme puede borrar las disputas sobre quién accede al conocimiento jurídico, para qué se enseña y a quién debe servir una universidad pública. La historia crítica no destruye los emblemas; les devuelve espesor.
Esta advertencia resulta útil para revisar tres asuntos actuales que, aunque suelen tratarse por separado, remiten al mismo problema institucional: el sentido de los consultorios jurídicos, la reactivación de la práctica dirigida de graduación y la persistencia del interinazgo docente con efectos diferenciados por género. No se trata únicamente de resolver trámites, abrir una modalidad de graduación o distribuir plazas. En cada caso se decide qué modelo de Facultad se desea sostener, cómo se gobierna académicamente y qué lugar ocupan la función social, el rigor o excelencia formativa y la igualdad entre las diversas poblaciones, concentrándonos, para lo que interesa, en el tema de paridad de género en el personal docente.
La pregunta que guía el trabajo es la siguiente: ¿qué condiciones jurídicas, académicas y deliberativas deberían cumplirse para transformar esas tres áreas sin debilitar la misión social de la Universidad ni la seguridad jurídica de su comunidad? La respuesta se construye a partir de una premisa: ampliar oportunidades y preservar la calidad de la enseñanza no son objetivos incompatibles. Se vuelven rivales cuando las reformas carecen de diagnóstico, reglas claras, evaluación y participación democrática o colegiada.
2. ENFOQUE, FUENTES Y LÍMITES
Este artículo adopta un estudio de caso jurídico-histórico. El corpus reúne normativa publicada por el Consejo Universitario de la UCR, planes de estudio de la Facultad de Derecho inscritos en el Centro de Evaluación Académica de la UCR, actas de sesiones universitarias, comunicaciones públicas de la Facultad de Derecho, documentos institucionales conservados por la autora y bibliografía sobre educación jurídica clínica. La fecha de cierre documental es el 31 de agosto de 2026.
La revisión distingue tres planos. El primero corresponde a hechos documentados: contenido de reglamentos, competencias orgánicas, acuerdos, fechas y comunicaciones. El segundo contiene interpretaciones jurídicas, cuya solidez depende de la lectura sistemática de las fuentes y admite controversia razonada y argumentada (que no la ha habido en la discusión pública del tema). El tercero reúne hipótesis institucionales que solo pueden sostenerse si existe evidencia adicional. Esta separación evita convertir una discrepancia normativa en una imputación personal.
Algunos oficios citados no se encuentran disponibles en repositorios abiertos. Por esa razón se identifican por órgano, número y fecha. Tampoco se pretende determinar responsabilidad disciplinaria o administrativa de personas concretas. 
El objeto es valorar la coherencia del diseño institucional, ofrecer una interpretación jurídicamente defendible y proponer garantías para cualquier reforma futura del plan de estudios o bien de las prácticas institucionales.
3. CONSULTORIOS JURÍDICOS: APRENDER HACIENDO Y SERVIR A LA COMUNIDAD
La educación jurídica clínica se caracteriza por integrar destrezas profesionales, reflexión crítica y atención de problemas reales. Su contribución no se limita a que el estudiantado “practique”: busca formar criterios de responsabilidad profesional y, al mismo tiempo, acercar el Derecho a comunidades que encuentran barreras para ejercerlo (Bloch, 2010; Torres Villarreal, 2013). La tradición costarricense de consultorios jurídicos comparte esa doble vocación.
El Reglamento del Área de Acción Social de la Facultad de Derecho dispone que los consultorios constituyen una práctica profesional o un trabajo comunal de trescientas (300) horas y los define como espacios de formación práctica vinculados con los problemas de la comunidad, particularmente de los sectores populares (Consejo Universitario, 1979, arts. 3-5). La fórmula no coloca un propósito por encima del otro. Aprender mediante casos reales y prestar un servicio social son componentes recíprocos del mismo proyecto pedagógico.
La historia legislativa confirma ese vínculo. En 1971, al discutirse la Ley de Consultorios Jurídicos, se debatieron la autonomía universitaria, la formación práctica y las exenciones necesarias para que las personas sin recursos pudieran litigar. Una reforma posterior eliminó la dispensa concedida a estudiantes que trabajaban en el Poder Judicial para no cumplir con dicho requisito de clínica jurídica. El consultorio fue concebido como requisito formativo general, no como actividad marginal. (Asamblea Legislativa, 1971; Consejo Universitario, 1971).
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Fuente de la fotografía:
Periódico La República. Lunes 29 de setiembre de 1975:
“Hace diez años que se establecieron los consultorios jurídicos: Su creación obedeció primordialmente a la necesidad de que la UCR se proyectara a la comunidad, ayudándola en sus problemas más urgentes y a la necesidad de que el estudiante pusiera en práctica sus conocimientos académicos. Hasta el momento han funcionado seis consultorios: dos en los establecimientos carcelarios citados los cuatro restantes, inicialmente en el Patronato Nacional de la Infancia. Unidad de Prestaciones Sociales. Asilo Chapuí y la Casa Sindical. este último dedicado exclusivamente a asuntos laborales.”
Su creación obedeció primordialmente a la necesidad de que la UCR se proyectara a la comunidad, ayudándola en sus problemas más urgentes y a la necesidad de que el estudiante pusiera en práctica sus conocimientos académicos. Hasta el momento han funcionado seis consultorios: dos en los establecimientos carcelarios citados los cuatro restantes, inicialmente en el Patronato Nacional de la Infancia. Unidad de Prestaciones Sociales. Asilo Chapuí y la Casa Sindical. este último dedicado exclusivamente a asuntos laborales.”
El crecimiento de la Defensa Pública en materias distintas de la penal y las reformas procesales han modificado el escenario original. Sería impropio negar esos avances. Pero una mayor cobertura pública no vuelve innecesarias las clínicas universitarias habida cuenta que persisten necesidades no atendidas en muchas áreas jurídicas, conflictos de interés que impiden representar a ambas partes en la Defensas Pública, asuntos de litigio estratégico y ámbitos como el acompañamiento notarial o preventivo que exigen soluciones adicionales. La pregunta pertinente no es si el modelo de 1971 debe mantenerse sin cambios, sino qué servicios puede ofrecer hoy una clínica universitaria sin duplicar funciones estatales y con qué estándares de supervisión.
La continuidad del servicio depende, además, de una gestión previsible de los convenios. El oficio de Rectoría R-8207-2025, de 17 de noviembre de 2025, registró que, de siete convenios vinculados con consultorios, a esa fecha solo dos permanecían vigentes: uno no había vencido y otro había sido nuevamente suscrito. La Facultad anunció en marzo de 2026 la renovación y suscripción de convenios interinstitucionales vinculados con el curso DE-1141, lo cual muestra actuaciones posteriores, aunque la publicación disponible no permite conocer su alcance completo (Facultad de Derecho, 2026a).
De esa secuencia surge una lección decisiva: los vencimientos son previsibles. Como la prórroga de los convenios para la ejecución de Consultorios exige evaluación institucional, los informes y la negociación deben programarse con antelación. Un sistema estable requiere inventario de convenios, responsables, alertas, evaluación de resultados y planes de contingencia que protejan al estudiantado y a las personas usuarias ante su eventual fenecimiento. La Facultad de Derecho no tuvo tal previsión y esos vencimientos coincidieron con  la necesidad de dar salidas de graduación al estudiantado de últimos años de la Facultad de Derecho de la UCR, las cuales han presentado enormes dificultades operativas, por carecer de previsión normativa, todo  lo cual ha terminado impactando al estudiantado y a las personas usuarias de los servicios de Consultorios Jurídicos.
La propuesta de enlace entre Consultorio Jurídico y Práctica Dirigida de Graduación como modalidad de graduación no debe ser satanizada. Tampoco debe negarse que modernizar los consultorios podría incluir especialización temática, trabajo interdisciplinario, atención híbrida, alianzas territoriales y evaluación de impacto. Sin embargo, nada de ello exige abandonar el fundamento de esa Clínica Jurídica prevista por ley y menos inobservar normativas internas. Si la dimensión social de la actividad estudiantil y docente se convierte en un adorno discursivo o la experiencia estudiantil se visualiza como mano de obra sin aprendizaje reflexivo, el modelo pierde su identidad. La calidad clínica demanda casos seleccionados con criterios pedagógicos, supervisión docente efectiva, límites de carga, protocolos éticos, retroalimentación, convenios interinstitucionales con reglas y responsabilidades claramente definidas y espacios donde la práctica pueda ser examinada críticamente. Muy poco de eso se visualiza a esta fecha.
4. PRÁCTICA DIRIGIDA DE GRADUACIÓN: DISPONIBILIDAD NORMATIVA Y RUTA DE IMPLEMENTACIÓN
Las actuales autoridades administrativas de la Facultad de Derecho de la UCR han defendido la reactivación de la práctica dirigida de graduación con cuatro argumentos centrales: la modalidad aparece en normas universitarias; ofrece una vía aplicada a quienes poseen ese perfil; contribuye a disminuir el rezago de graduaciones; y fortalece la vinculación entre docencia, acción social e inserción profesional (Facultad de Derecho, s. f.; Facultad de Derecho, 2025). Esta justificación merece ser examinada en sus propios términos. Ya se dijo que una práctica dirigida rigurosa puede ser un trabajo final de graduación legítimo y que la tesis no es la única forma posible de demostrar madurez académica. Eso lo reconoce la normativa universitaria de la que la Facultad es solo una unidad de pertenencia.
El punto discutible no es la existencia abstracta de la modalidad, sino el procedimiento y las garantías de su puesta en marcha. El Reglamento del Área de Acción Social de 1979 reconoce la práctica dirigida, fija una duración y permite realizarla en instituciones públicas, privadas, comunidades o consultorios jurídicos. Su artículo 40 agrega que todo lo concerniente a ella debe llevarse a cabo conforme al Reglamento de Trabajos Finales de Graduación (Consejo Universitario, 1979, arts. 38-40). Esa remisión obliga a leer la norma de 1979 junto con el reglamento general vigente, no de manera aislada como se ha hecho.
El Reglamento general de los trabajos finales de graduación de 2020 establece que las particularidades de cada disciplina se desarrollan mediante normas complementarias elaboradas y aprobadas por las unidades académicas, ratificadas por la Vicerrectoría de Investigación y comunicadas a otras vicerrectorías (Consejo Universitario, 2020, art. 2). También ordena que cada plan de licenciatura indique cuáles modalidades se ofrecen y asigna a la Vicerrectoría de Investigación la ratificación de las normas aprobadas por las asambleas de las unidades académicas (arts. 4 y 19).
La relación entre ambos reglamentos no se resuelve con una fórmula automática de derogación tácita. El de 2020 solo deroga expresamente la regulación general de 1980; el de 1979 autoriza la práctica dirigida, pero remite su régimen al reglamento general. La lectura más prudente es integradora: la habilitación histórica subsiste, mientras la implementación debe armonizarse con el marco general, el plan de estudios y las competencias orgánicas. Así se preserva la modalidad sin tratar una norma antigua como autorización autosuficiente para cualquier diseño.
Los planes de estudio 3 y 4 refuerzan esa necesidad. Ambos enumeran tesis, seminario, proyecto y práctica dirigida, pero añaden que corresponde a la unidad académica indicar cuál o cuáles opciones podrá matricular su población estudiantil (Centro de Evaluación Académica, s. f.-a, nota 6; s. f.-b, nota 1). La enumeración abre posibilidades; no sustituye la decisión institucional sobre su oferta concreta ni define duración, productos, evaluación, centros receptores, supervisión, incompatibilidades o transición entre planes.
El Estatuto Orgánico también distribuye funciones relevantes. La Asamblea Representativa de Facultad fija las políticas académicas y dicta o modifica los reglamentos de la Facultad, mientras el Consejo Asesor coordina unidades y propone a la Asamblea proyectos reglamentarios (Universidad de Costa Rica, 2026, arts. 82 bis y 87). No toda decisión pedagógica requiere un reglamento, pero una modalidad que incide en reglas de graduación, planes de estudio, cargas docentes y articulación con acción social justifica una deliberación formal del órgano colegiado competente. La participación no es un obstáculo burocrático: es una garantía de calidad, publicidad y legitimidad.
Los oficios VI-7539-2025 y VI-7353-2025 indicaron que la Facultad no había remitido normas complementarias para las prácticas dirigidas. Posteriormente, el oficio VI-7720-2025 sostuvo que el reglamento de 1979 podía servir como marco previo y que la ausencia de normas complementarias no debía perjudicar iniciativas estudiantiles ya iniciadas. Ambos criterios pueden conciliarse si se distingue protección individual para evitar perjuicios de regularización institucional: el estudiantado que actuó de buena fe no debería soportar las consecuencias de una controversia normativa, pero esa protección no elimina el deber de completar una regulación clara hacia el futuro.
Una solución segura requiere: acuerdo colegiado de la Asamblea sobre las modalidades ofrecidas en cada plan; normas complementarias; resultados de aprendizaje y productos evaluables; reglas para instituciones receptoras y supervisión; prevención de conflictos de interés, sustitución de puestos y aprovechamiento laboral gratuito; y un régimen transitorio. También debe aclararse la relación entre práctica dirigida, consultorios y demás requisitos curriculares, pues equipararlos sin precisión altera cargas y finalidades.
La referencia a “catapultas” o “vitrinas de empleabilidad” efectuada por el decanato en la presentación de esa modalidad de graduación expresa una preocupación legítima por la transición del estudiante hacia el mundo del trabajo, pero no debe sustituir los criterios de excelencia y servicio hacia las comunidades propios de una universidad pública. La formación jurídica prepara profesionales capaces de razonar, investigar, actuar éticamente y comprender el efecto social de sus decisiones. La empleabilidad puede ser consecuencia de la práctica, no su medida principal.
La controversia, por tanto, no conduce a suspender indiscriminadamente la modalidad de prácticas dirigidas ni a desconocer el rezago en las graduaciones. Conduce a regular mejor. La respuesta más protectora combina continuidad para quienes ya iniciaron, evaluación independiente de la experiencia piloto (no denominada así pero con tales efectos), publicación de protocolos y convenios, y aprobación de un marco estable antes de nuevas cohortes. La seguridad jurídica sirve aquí a dos intereses: evita arbitrariedad institucional y protege expectativas legítimas del estudiantado.
5. REZAGO Y CALIDAD: EL ESPEJO DE 1963
La tensión entre requisitos de graduación, rezago y calidad académica tiene antecedentes tempranos. En la sesión extraordinaria 1322 del Consejo Universitario de la UCR, celebrada el 9 de octubre de 1963, se discutió la solicitud de un grupo de egresados de Derecho para eliminar o modificar el examen de grado. Las intervenciones recorrieron argumentos que hoy resultan familiares: el costo humano y social de mantener a cientos de personas sin título, la responsabilidad de la Universidad por la calidad de sus graduados, el valor formativo de la preparación y la conveniencia de evaluar el sistema antes de reformarlo (Consejo Universitario, 1963).
El acta no ofrece una respuesta simple. Se defendieron fórmulas transitorias, cursos de actualización y pruebas distintas; también se advirtió que una concesión urgente podía debilitar la formación y se cuestionó que el examen produjera, por sí solo, integración de conocimientos. Su rasgo más valioso fue institucional: el rector presentó una propuesta, la Facultad expresó su criterio y el Consejo confrontó razones.
El paralelismo con el presente debe manejarse con cuidado. Una práctica dirigida no equivale a eliminar un examen de grado y ninguna modalidad es rigurosa o débil por su nombre. La calidad depende de la pregunta que se investiga o del problema que se interviene, la metodología, el acompañamiento, los productos y la evaluación pública. Una tesis puramente ritual puede aportar menos que una práctica documentada con rigor; una práctica sin reflexión, evidencias ni exigencia puede convertirse en simple permanencia en un puesto.
El rezago merece respuestas diferenciadas. Debe conocerse cuántas personas egresadas están pendientes de graduarse en la Facultad, desde cuándo, por qué abandonaron su TFG, qué cargas familiares o laborales enfrentan y qué obstáculos institucionales persisten. Con esos datos pueden diseñarse tutorías, reingreso acompañado, seminarios, proyectos delimitados, prácticas dirigidas y plazos transitorios. No se trata de escoger entre graduar más o exigir calidad, sino de ofrecer rutas con resultados equivalentes y verificables.
La lección de 1963 no consiste en conservar intacto todo requisito antiguo. Consiste en no reformar a ciegas. Antes de presentar una medida como respuesta al rezago, deben explicitarse el diagnóstico, el estándar académico que se espera, los recursos docentes disponibles y la forma de evaluar efectos. Esto no consta presentado en el marco de la incorporación de las Prácticas Dirigidas. La urgencia puede justificar prioridad; no sustituye la deliberación.
6. INTERINAZGO, GÉNERO E IGUALDAD SUSTANTIVA
El tercer problema que enfrenta la Facultad, al que tampoco se le ha dado un abordaje serio, se refiere a quiénes pueden participar de manera estable en la vida académica. El interinazgo prolongado del personal docente produce incertidumbre laboral, limita trayectorias y afecta la composición de los órganos colegiados, sin dejar de mencionar el incremento de la posibilidad de ser objeto de prácticas arbitrarias, como los traslados infundamentados de áreas de conocimiento, las reducciones de jornadas, la denegatoria de permisos y otros trámites burocráticos que el personal interino enfrenta con mayor desventaja que quienes se encuentran en régimen académico. Cuando esa condición recae, además, de forma predominante o más duradera sobre mujeres, la precariedad contractual se convierte también en una cuestión de igualdad que afecta principios constitucionales y convencionales básicos en el aprendizaje de lo jurídico.
La Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer permite medidas especiales de carácter temporal para acelerar la igualdad de hecho, y la Recomendación general 25 explica que el trato idéntico no basta cuando las condiciones de partida son desiguales (Naciones Unidas, 1979; Comité CEDAW, 2004). En la UCR, la Circular VD-15-2024 llamó a incorporar acciones afirmativas en los planes de reducción del interinazgo y admitió, previo diagnóstico de inequidad, medidas específicas en concursos, reservas de plaza, aumentos de jornada o becas.
Para identificar estas desigualdades resulta útil complementar el análisis jurídico con lo que Arroyo Navarrete (2025) denomina «matemáticas de género»: hacer visible, mediante datos desagregados, una distribución que puede parecer neutral cuando se observa únicamente desde las reglas formales. La autora aplicó inicialmente esta metodología al estudio de las autorías de opinión del Semanario Universidad durante 2023-2024 y mostró una marcada sobrerrepresentación de nombres de uso común masculino. Su posterior aplicación al padrón electoral de 2025 de la propia Facultad de Derecho de la UCR confirma la utilidad del enfoque para examinar no solo cuántas mujeres y hombres integran una comunidad académica, sino también cómo se distribuyen por categoría, estabilidad y acceso a los espacios de decisión (Arroyo Navarrete, 2025; Arroyo-Navarrete, 2026).
El estudio de Arroyo-Navarrete (2026), dedicado específicamente a la composición de la Asamblea de la Facultad de Derecho de la UCR a partir del padrón electoral de 2025, aporta evidencia particularmente pertinente para este análisis. Mediante un diseño descriptivo con enfoque mixto empírico-jurídico, identifica un patrón estructural consistente con el techo de cristal: los nombres socialmente asociados al género masculino se concentran progresivamente en las jerarquías académicas superiores, mientras los asociados al género femenino tienen mayor presencia relativa en los niveles iniciales. La autora interpreta esa distribución desde la igualdad sustantiva y la CEDAW y sostiene la pertinencia jurídica de acciones afirmativas para corregir desigualdades persistentes. Este hallazgo obliga a desplazar la discusión del mero cómputo agregado de hombres y mujeres hacia las condiciones institucionales que determinan estabilidad, jornada, progresión académica y participación efectiva en los órganos de gobierno universitario.
El primer requisito es medir correctamente. Un aumento de jornada de una persona que ya pertenece al Régimen Académico no equivale a reducir el interinazgo de quien permanece fuera de dicho Régimen. Tampoco basta contar nombramientos sin distinguir sexo, antigüedad, área, jornada, categoría, postulaciones y resultado del concurso. El informe FD-PDE 2022-2026 registra quince (15) movimientos bajo la categoría de reducción del interinazgo: doce (12) corresponden a hombres (80%) y tres (3) a mujeres (20%). Según la documentación examinada, además, una parte considerable de esos movimientos corresponde a aumentos de jornada de personal que ya tenía propiedad, por lo que la clasificación debería distinguir entre incorporación efectiva al Régimen Académico y ampliación de jornada antes de utilizarse como indicador de reducción del interinazgo.
El segundo requisito es auditar los perfiles de concurso. Exigir doctorados múltiples, combinaciones infrecuentes de títulos o trayectorias internacionales puede ser pertinente para una necesidad académica concreta, pero también producir exclusión indirecta si no existe una justificación vinculada con las funciones del puesto. La evidencia empírica reciente muestra que las responsabilidades de cuido y las expectativas de movilidad académica interactúan de manera particularmente gravosa para muchas mujeres: las académicas con responsabilidades familiares tienden a limitar viajes, estancias y otras formas de movilidad que contribuyen a la acumulación de capital académico y a la progresión profesional (Bujaki, Gaudet, & Bourgeault, 2025). El análisis de cada concurso debe, por ello, preguntar si los requisitos exigidos son necesarios, proporcionales y razonablemente accesibles, sin presumir que toda diferencia de resultado demuestra una intención discriminatoria.
Un plan de igualdad e interinazgo debería publicar una línea base desagregada, identificar plazas y necesidades, fijar metas, revisar carteles, ofrecer apoyos y rendir cuentas ante la Asamblea. Si el diagnóstico demuestra una brecha persistente, pueden considerarse medidas temporales. Su diseño debe precisar objetivo, duración, población beneficiaria, indicador de cierre y revisión.
La igualdad sustantiva no se opone al mérito. Obliga a definirlo mejor. En la universidad, el mérito no puede reducirse a la acumulación de credenciales desconectadas de la docencia, la investigación, la acción social y las condiciones en que se desarrolló una carrera. Tampoco puede invocarse la excelencia para normalizar décadas de precariedad. Una Facultad que enseña derechos debe poder explicar, con datos y razones públicas, cómo distribuye la estabilidad y el poder académico.
7. CONCLUSIONES
La conmemoración de un aniversario más, cercano a los 200 años de enseñanza jurídica, solo adquiere sentido cuando la memoria deja de ser una vitrina y se convierte en método de autocrítica. La Universidad de Santo Tomás, la Escuela de Derecho y la UCR no forman una línea homogénea; sus diferencias permiten reconocer que cada generación redefine la relación entre conocimiento jurídico, poder y sociedad.
Los consultorios jurídicos son producto de la tercera institución y expresan una de las decisiones más valiosas de la universidad pública costarricense: unir formación práctica y servicio a quienes enfrentan barreras de acceso a la justicia. Deben modernizarse, evaluarse y coordinarse con las instituciones estatales, pero no perder ninguna de esas dos finalidades. La continuidad de convenios y servicios exige planificación verificable, no respuestas tardías a vencimientos previsibles.
La práctica dirigida de graduación es una opción jurídicamente admisible y pedagógicamente prometedora. Precisamente por ello necesita un marco robusto. La lectura conjunta de los reglamentos de 1979 y 2020, los planes de estudio y el Estatuto Orgánico favorece la regularización mediante decisiones colegiadas, discutidas ampliamente, normas complementarias validadas por las autoridades competentes, estándares de evaluación, protección contra explotación y un régimen transitorio que no perjudique a quienes actuaron de buena fe.
El rezago no se resuelve rebajando exigencias ni defendiendo una única modalidad de graduación como sinónimo de calidad. Se atiende con datos, acompañamiento y rutas distintas que acrediten resultados equivalentes. La discusión universitaria de 1963 recuerda que el problema reaparece cuando se posterga el diagnóstico y que la deliberación abierta es parte de la solución, no una demora prescindible.
El interinazgo y la desigualdad de género requieren la misma disciplina institucional: categorías precisas, información desagregada, revisión de requisitos y medidas verificables. 
El desafío común a los tres temas es gobernar una unidad académica con reglas democráticas, públicas, evidencia y participación. Esa sería una lección menos ceremonial, pero más fiel a la misión de la Universidad de Costa Rica.
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Peligra calidad sanitaria de playas de Puntarenas

Enclafio 191 por primera ver.
los doctores e microbiologa.
Viinann Brilnker v Bernal
Fernindez realizaron un estudio
sobre - calidad sanitaria de la
plava de Puntarenas.

Puntarenas, principal puerto de
Conta Rica on el litoral Pacifico.
enese entonces con 20 mil

contal
habitantes. poblacion  que s
duplica en los meses de enero a

marzo por el turismo ya que sus
playay unas de las mis
aceesibles.

Las viv
su mayor

ndas de este puerto en

parte han _ estado
provistas de tanque séptico o de
povo negro. pocas han estado
srvidas por la red de cloacas
establecida.

En 1956 ¢ Ministerio de
Salubridad realizd un estudio con
s a mejorar la condicin
sanitaria del puerto.

Recomendd establecer 14 redes
de coleccidn que recogerian los
aflucntes de los tanques sépticos
que  obligatoriamente s
instalarian v fos transportarian a
14 cajas de almacenamiento de 4
‘mil galones de capacidad cada una
colocadas a o largo de la linca de
agua de estero.

Dichas cajas estarian provistas
de vilvala de aleton para permitic
su evacuacion automética al bajar
la marea. a través de tubos de
dilucién que penetrarian unos S0
metros en el estero.

Motivé la investigacion de los
doctores Femindez y Brunker
obsevar ¢ desplazamiento
paralelo @ la playa de una
corriente de agua procedente del
estero y considerar que esta
estuviess contaminada con los
efluentes de la red de cloacas de
Puntarenas.

Y sabido es que el baflarse en
aguas contaminadas con aguas
negras puede causar enfermedad.
por lo que deben ser establecidas

medidas razonables de control de
salud pabli

El grupo
reconocido ut

coliforme e
versalmente como
cion fecal
to dulees como

En la investigacion realizada en

Puntarcnas para establecer el
nimero méximo de coliformes
permisibles para catalogar las

se adopié la_ clasificacion
propuesta por la Ciudad de Nueva
York. ya que ¢l limite de mil
coliformes por 100 mili-litros que
ota_establece s justifica por
wanto no  hay  evidencia
cpidemiologica bien definida de
que aguas contaminadas a niveles
inferiores  hayan producido
enfermedad.

Para  llevar  adclante  la
investigacidn se _escogieron 10
puntos.  topogrificamente  bien
definidos de la playa a3 una
distancia media de 250 metetos el
uno del otro.

El primery cerca del extremo
oeste de la playa en el lugar
denominado La Punta y el décimo
frente a la estacién del ferrocaril
ekctrico al Pacifico.

Es asi que del 10 de enero al 19
de julio de 1961 se procedid a
recolectar. cada miéreoles. una
sric de muestras de aguas del
balneario.

Las muestras se protegian del
sl y del calor guarddndolas en
una bolsa de lona humedecida en
agua.

Dentro de fos 15 puntos
siguienies a la obtencién de la
dliima muestra se comenzaba a
inocular cantidades de 1.0. 0.1 y
001 mililitros de cada uno de
ellas. conteniendo 10 mili-ltros de
caldo de lauril triptosa esteril y
campana de Durham.

Estas _cantidades de indculo
fueron determinadas_en prucba
previa como  apropiadas  para

cubrir ¢ rango normal de
coliformes en esas aguas.

La investigacion  dio como
resultado que las aguas eran
tariamente aceptables, lo que
o significa que el promedio de
coliformes sea bajo.

En 1971, los Drs. Femindez y
Brlinker vuelven a realizar una
nueva  investigacion sobre la
calidad sanitaria de las aguas de
Puntarenas.

Esta vez se examinaron un total
de 200 muestras.  Durante la
investigacién  pudo  observarse
suciedad en las playas. plagada de
ciscaras de frutas y otros
residuos vegetales o papeles. y ep
mis de una ocasion se encontrd
materia fecal humana.

Esta vez los resultados que
arrojb el estudio fueron un tanto

més alarmantes, dado q' en 6 de
las 20 estaciones de muestreo se
presentaron exceso de coliformes,
mil por cien mili-litros, que es el
miximo de nivel perm
aguas de bao que se consideren
sanitariamente seguras.

Pudo apreciarse en esta segunda
investigacit un  marcado
incremento e los _ promedios
hallados en 1970 en relacién a los
de 1961

En cfecto ¢l nimero de por
muestra aumentd 2.2 veces, y que
Ia_frecuencia con que el nivel de
mil coliformes por cien mili-litros
fue alcanzado como promedio de
tadas los puntos de muestreo fue 3
veces mayor.

Sin  cmbargo. & mis
significativo adn ¢l hecho de que
en 1970 la frecuencia con que se

excedi el méximo nivel de
coliformes ~ permisibles fue 49
veces mayor que en 1961,

Nuevamente se_calificaron_las
aguas de la playa de Puntarenas
como aguas de playa aprobadas.
pero sujetas 3 recalificacion
basada en repetidas observaciones
posteriores.

Los  resultados  de las
investigaciones.  informaron los
doctores. se hicieron llegar en
ambas  oportunidades a las
autoridades  centrales
puntarenenses respectivas. i
cmbargo. nada se ha hecho a este
respecto.

El prodximo verano los doctores
Brunker y Fernindez se aprestan a
realizar una tercera investigacién.
Dadas las condiciones es probable
que ¢l nimero de coliformes sea
aiin superior.

h_hmdd_hm—ﬁ-hh-u—byd*_u.h
arcnas de sus playas, los turistas optarin por buscar nuevos rumbes.
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